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I.  
LEY ORGÁNICA 3/2018, DE 5 DE DICIEMBRE, DE PROTECCIÓN DE 
DATOS PERSONALES Y GARANTÍA DE LOS DERECHOS DIGITALES

—BOE núm. 294, de 6 de diciembre de 2018—

FELIPE VI
REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente ley 

orgánica.

PREÁMBULO

I

La protección de las personas físicas en relación con el tratamiento de datos personales 
es un derecho fundamental protegido por el artículo 18.4 de la Constitución española. De 
esta manera, nuestra Constitución fue pionera en el reconocimiento del derecho funda-
mental a la protección de datos personales cuando dispuso que «la ley limitará el uso de 
la informática para garantizar el honor y la intimidad personal y familiar de los ciudadanos 
y el pleno ejercicio de sus derechos». Se hacía así eco de los trabajos desarrollados desde 
finales de la década de 1960 en el Consejo de Europa y de las pocas disposiciones legales 
adoptadas en países de nuestro entorno.

El Tribunal Constitucional señaló en su Sentencia 94/1998, de 4 de mayo, que nos encon-
tramos ante un derecho fundamental a la protección de datos por el que se garantiza a la 
persona el control sobre sus datos, cualesquiera datos personales, y sobre su uso y destino, 
para evitar el tráfico ilícito de los mismos o lesivo para la dignidad y los derechos de los 
afectados; de esta forma, el derecho a la protección de datos se configura como una facul-
tad del ciudadano para oponerse a que determinados datos personales sean usados para 
fines distintos a aquel que justificó su obtención. Por su parte, en la Sentencia 292/2000, de 
30 de noviembre, lo considera como un derecho autónomo e independiente que consiste 
en un poder de disposición y de control sobre los datos personales que faculta a la persona 
para decidir cuáles de esos datos proporcionar a un tercero, sea el Estado o un particular, 
o cuáles puede este tercero recabar, y que también permite al individuo saber quién posee 
esos datos personales y para qué, pudiendo oponerse a esa posesión o uso.

A nivel legislativo, la concreción y desarrollo del derecho fundamental de protección de 
las personas físicas en relación con el tratamiento de datos personales tuvo lugar en sus 
orígenes mediante la aprobación de la Ley Orgánica 5/1992, de 29 de octubre, reguladora 
del tratamiento automatizado de datos personales, conocida como LORTAD. La Ley Orgá-
nica 5/1992 fue reemplazada por la Ley Orgánica 15/1999, de 5 de diciembre, de protección 
de datos personales, a fin de trasponer a nuestro derecho a la Directiva 95/46/CE del Par-
lamento Europeo y del Consejo, de 24 de octubre de 1995, relativa a la protección de las 
personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación 
de estos datos. Esta ley orgánica supuso un segundo hito en la evolución de la regulación 
del derecho fundamental a la protección de datos en España y se complementó con una 
cada vez más abundante jurisprudencia procedente de los órganos de la jurisdicción con-
tencioso-administrativa.
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Por otra parte, también se recoge en el artículo 8 de la Carta de los Derechos Fundamen-
tales de la Unión Europea y en el artículo 16.1 del Tratado de Funcionamiento de la Unión 
Europea. Anteriormente, a nivel europeo, se había adoptado la Directiva 95/46/CE citada, 
cuyo objeto era procurar que la garantía del derecho a la protección de datos personales 
no supusiese un obstáculo a la libre circulación de los datos en el seno de la Unión, esta-
bleciendo así un espacio común de garantía del derecho que, al propio tiempo, asegurase 
que en caso de transferencia internacional de los datos, su tratamiento en el país de destino 
estuviese protegido por salvaguardas adecuadas a las previstas en la propia directiva.

II

En los últimos años de la pasada década se intensificaron los impulsos tendentes a lograr 
una regulación más uniforme del derecho fundamental a la protección de datos en el marco 
de una sociedad cada vez más globalizada. Así, se fueron adoptando en distintas instancias 
internacionales propuestas para la reforma del marco vigente. Y en este marco la Comisión 
lanzó el 4 de noviembre de 2010 su Comunicación titulada «Un enfoque global de la protec-
ción de los datos personales en la Unión Europea», que constituye el germen de la posterior 
reforma del marco de la Unión Europea. Al propio tiempo, el Tribunal de Justicia de la Unión 
ha venido adoptando a lo largo de los últimos años una jurisprudencia que resulta funda-
mental en su interpretación.

El último hito en esta evolución tuvo lugar con la adopción del Reglamento (UE) 2016/679 
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de 
las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de sus datos personales y a la libre 
circulación de estos datos y por el que se deroga la Directiva 95/46/CE (Reglamento general 
de protección de datos), así como de la Directiva (UE) 2016/680 del Parlamento Europeo 
y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativa a la protección de las personas físicas en lo 
que respecta al tratamiento de datos personales por parte de las autoridades competentes 
para fines de prevención, investigación, detección o enjuiciamiento de infracciones penales 
o de ejecución de sanciones penales, y a la libre circulación de dichos datos y por la que se 
deroga la Decisión Marco 2008/977/JAI del Consejo.

III

El Reglamento general de protección de datos pretende con su eficacia directa superar 
los obstáculos que impidieron la finalidad armonizadora de la Directiva 95/46/CE del Par-
lamento Europeo y del Consejo, de 24 de octubre de 1995, relativa a la protección de las 
personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación 
de esos datos. La transposición de la directiva por los Estados miembros se ha plasmado 
en un mosaico normativo con perfiles irregulares en el conjunto de la Unión Europea lo que, 
en último extremo, ha conducido a que existan diferencias apreciables en la protección de 
los derechos de los ciudadanos.

Asimismo, se atiende a nuevas circunstancias, principalmente el aumento de los flujos 
transfronterizos de datos personales como consecuencia del funcionamiento del mercado 
interior, los retos planteados por la rápida evolución tecnológica y la globalización, que ha 
hecho que los datos personales sean el recurso fundamental de la sociedad de la infor-
mación. El carácter central de la información personal tiene aspectos positivos, porque 
permite nuevos y mejores servicios, productos o hallazgos científicos. Pero tiene también 
riesgos, pues las informaciones sobre los individuos se multiplican exponencialmente, son 
más accesibles, por más actores, y cada vez son más fáciles de procesar mientras que es 
más difícil el control de su destino y uso.

El Reglamento general de protección de datos supone la revisión de las bases legales del 
modelo europeo de protección de datos más allá de una mera actualización de la vigente 
normativa. Procede a reforzar la seguridad jurídica y transparencia a la vez que permite que 
sus normas sean especificadas o restringidas por el Derecho de los Estados miembros en 
la medida en que sea necesario por razones de coherencia y para que las disposiciones 
nacionales sean comprensibles para sus destinatarios. Así, el Reglamento general de pro-
tección de datos contiene un buen número de habilitaciones, cuando no imposiciones, a los 
Estados miembros, a fin de regular determinadas materias, permitiendo incluso en su con-
siderando 8, y a diferencia de lo que constituye principio general del Derecho de la Unión 



15

PREÁMBULOL.O.P.D.G.D.D.

I

Europea que, cuando sus normas deban ser especificadas, interpretadas o, excepcional-
mente, restringidas por el Derecho de los Estados miembros, estos tengan la posibilidad de 
incorporar al derecho nacional previsiones contenidas específicamente en el reglamento, en 
la medida en que sea necesario por razones de coherencia y comprensión.

En este punto hay que subrayar que no se excluye toda intervención del Derecho interno 
en los ámbitos concernidos por los reglamentos europeos. Al contrario, tal intervención 
puede ser procedente, incluso necesaria, tanto para la depuración del ordenamiento nacio-
nal como para el desarrollo o complemento del reglamento de que se trate. Así, el principio 
de seguridad jurídica, en su vertiente positiva, obliga a los Estados miembros a integrar 
el ordenamiento europeo en el interno de una manera lo suficientemente clara y pública 
como para permitir su pleno conocimiento tanto por los operadores jurídicos como por los 
propios ciudadanos, en tanto que, en su vertiente negativa, implica la obligación para tales 
Estados de eliminar situaciones de incertidumbre derivadas de la existencia de normas en 
el Derecho nacional incompatibles con el europeo. De esta segunda vertiente se colige 
la consiguiente obligación de depurar el ordenamiento jurídico. En definitiva, el principio 
de seguridad jurídica obliga a que la normativa interna que resulte incompatible con el 
Derecho de la Unión Europea quede definitivamente eliminada «mediante disposiciones 
internas de carácter obligatorio que tengan el mismo valor jurídico que las disposiciones 
internas que deban modificarse» (Sentencias del Tribunal de Justicia de 23 de febrero de 
2006, asunto Comisión vs. España; de 13 de julio de 2000, asunto Comisión vs. Francia; y 
de 15 de octubre de 1986, asunto Comisión vs. Italia). Por último, los reglamentos, pese a 
su característica de aplicabilidad directa, en la práctica pueden exigir otras normas internas 
complementarias para hacer plenamente efectiva su aplicación. En este sentido, más que 
de incorporación cabría hablar de «desarrollo» o complemento del Derecho de la Unión 
Europea.

La adaptación al Reglamento general de protección de datos, que será aplicable a partir 
del 25 de mayo de 2018, según establece su artículo 99, requiere, en suma, la elaboración 
de una nueva ley orgánica que sustituya a la actual. En esta labor se han preservado los 
principios de buena regulación, al tratarse de una norma necesaria para la adaptación del 
ordenamiento español a la citada disposición europea y proporcional a este objetivo, siendo 
su razón última procurar seguridad jurídica.

IV

Internet, por otra parte, se ha convertido en una realidad omnipresente tanto en nuestra 
vida personal como colectiva. Una gran parte de nuestra actividad profesional, económica 
y privada se desarrolla en la Red y adquiere una importancia fundamental tanto para la 
comunicación humana como para el desarrollo de nuestra vida en sociedad. Ya en los años 
noventa, y conscientes del impacto que iba a producir Internet en nuestras vidas, los pio-
neros de la Red propusieron elaborar una Declaración de los Derechos del Hombre y del 
Ciudadano en Internet.

Hoy identificamos con bastante claridad los riesgos y oportunidades que el mundo de 
las redes ofrece a la ciudadanía. Corresponde a los poderes públicos impulsar políticas 
que hagan efectivos los derechos de la ciudadanía en Internet promoviendo la igualdad de 
los ciudadanos y de los grupos en los que se integran para hacer posible el pleno ejercicio 
de los derechos fundamentales en la realidad digital. La transformación digital de nuestra 
sociedad es ya una realidad en nuestro desarrollo presente y futuro tanto a nivel social 
como económico. En este contexto, países de nuestro entorno ya han aprobado normativa 
que refuerza los derechos digitales de la ciudadanía.

Los constituyentes de 1978 ya intuyeron el enorme impacto que los avances tecno-
lógicos provocarían en nuestra sociedad y, en particular, en el disfrute de los derechos 
fundamentales. Una deseable futura reforma de la Constitución debería incluir entre sus 
prioridades la actualización de la Constitución a la era digital y, específicamente, elevar 
a rango constitucional una nueva generación de derechos digitales. Pero, en tanto no se 
acometa este reto, el legislador debe abordar el reconocimiento de un sistema de garan-
tía de los derechos digitales que, inequívocamente, encuentra su anclaje en el mandato 
impuesto por el apartado cuarto del artículo 18 de la Constitución Española y que, en 
algunos casos, ya han sido perfilados por la jurisprudencia ordinaria, constitucional y 
europea.
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V

Esta ley orgánica consta de noventa y siete artículos estructurados en diez títulos, vein-
tidós disposiciones adicionales, seis disposiciones transitorias, una disposición derogatoria 
y dieciséis disposiciones finales.

El Título I, relativo a las disposiciones generales, comienza regulando el objeto de la ley 
orgánica, que es, conforme a lo que se ha indicado, doble. Así, en primer lugar, se pretende 
lograr la adaptación del ordenamiento jurídico español al Reglamento (UE) 2016/679 del 
Parlamento Europeo y el Consejo, de 27 de abril de 2016, Reglamento general de protección 
de datos, y completar sus disposiciones. A su vez, establece que el derecho fundamental 
de las personas físicas a la protección de datos personales, amparado por el artículo 18.4 
de la Constitución, se ejercerá con arreglo a lo establecido en el Reglamento (UE) 2016/679 
y en esta ley orgánica. Las comunidades autónomas ostentan competencias de desarrollo 
normativo y ejecución del derecho fundamental a la protección de datos personales en 
su ámbito de actividad y a las autoridades autonómicas de protección de datos que se 
creen les corresponde contribuir a garantizar este derecho fundamental de la ciudadanía. 
En segundo lugar, es también objeto de la ley garantizar los derechos digitales de la ciuda-
danía, al amparo de lo dispuesto en el artículo 18.4 de la Constitución.

Destaca la novedosa regulación de los datos referidos a las personas fallecidas, pues, 
tras excluir del ámbito de aplicación de la ley su tratamiento, se permite que las personas 
vinculadas al fallecido por razones familiares o de hecho o sus herederos puedan solicitar el 
acceso a los mismos, así como su rectificación o supresión, en su caso con sujeción a las 
instrucciones del fallecido. También excluye del ámbito de aplicación los tratamientos que 
se rijan por disposiciones específicas, en referencia, entre otras, a la normativa que trans-
ponga la citada Directiva (UE) 2016/680, previéndose en la disposición transitoria cuarta la 
aplicación a estos tratamientos de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, hasta que 
se apruebe la citada normativa.

En el Título II, «Principios de protección de datos», se establece que a efectos del Regla-
mento (UE) 2016/679 no serán imputables al responsable del tratamiento, siempre que 
este haya adoptado todas las medidas razonables para que se supriman o rectifiquen sin 
dilación, la inexactitud de los datos obtenidos directamente del afectado, cuando hubiera 
recibido los datos de otro responsable en virtud del ejercicio por el afectado del derecho a 
la portabilidad, o cuando el responsable los obtuviese del mediador o intermediario cuando 
las normas aplicables al sector de actividad al que pertenezca el responsable del trata-
miento establezcan la posibilidad de intervención de un intermediario o mediador o cuando 
los datos hubiesen sido obtenidos de un registro público. También se recoge expresamente 
el deber de confidencialidad, el tratamiento de datos amparado por la ley, las categorías 
especiales de datos y el tratamiento de datos de naturaleza penal, se alude específicamente 
al consentimiento, que ha de proceder de una declaración o de una clara acción afirmativa 
del afectado, excluyendo lo que se conocía como «consentimiento tácito», se indica que el 
consentimiento del afectado para una pluralidad de finalidades será preciso que conste de 
manera específica e inequívoca que se otorga para todas ellas, y se mantiene en catorce 
años la edad a partir de la cual el menor puede prestar su consentimiento.

Se regulan asimismo las posibles habilitaciones legales para el tratamiento fundadas en 
el cumplimiento de una obligación legal exigible al responsable, en los términos previstos 
en el Reglamento (UE) 2016/679, cuando así lo prevea una norma de Derecho de la Unión 
Europea o una ley, que podrá determinar las condiciones generales del tratamiento y los 
tipos de datos objeto del mismo así como las cesiones que procedan como consecuencia 
del cumplimiento de la obligación legal, Este es el caso, por ejemplo, de las bases de datos 
reguladas por ley y gestionadas por autoridades públicas que responden a objetivos espe-
cíficos de control de riesgos y solvencia, supervisión e inspección del tipo de la Central 
de Información de Riesgos del Banco de España regulada por la Ley 44/2002, de 22 de 
noviembre, de Medidas de Reforma del Sistema Financiero, o de los datos, documentos e 
informaciones de carácter reservado que obren en poder de la Dirección General de Segu-
ros y Fondos de Pensiones de conformidad con lo previsto en la Ley 20/2015, de 14 de julio, 
de ordenación, supervisión y solvencia de las entidades aseguradoras y reaseguradoras.

Se podrán igualmente imponer condiciones especiales al tratamiento, tales como la 
adopción de medidas adicionales de seguridad u otras, cuando ello derive del ejercicio de 
potestades públicas o del cumplimiento de una obligación legal y solo podrá considerarse 
fundado en el cumplimiento de una misión realizada en interés público o en el ejercicio de 
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poderes públicos conferidos al responsable, en los términos previstos en el reglamento 
europeo, cuando derive de una competencia atribuida por la ley. Y se mantiene la prohibi-
ción de consentir tratamientos con la finalidad principal de almacenar información identi-
ficativa de determinadas categorías de datos especialmente protegidos, lo que no impide 
que los mismos puedan ser objeto de tratamiento en los demás supuestos previstos en 
el Reglamento (UE) 2016/679. Así, por ejemplo, la prestación del consentimiento no dará 
cobertura a la creación de «listas negras» de sindicalistas, si bien los datos de afiliación sin-
dical podrán ser tratados por el empresario para hacer posible el ejercicio de los derechos 
de los trabajadores al amparo del artículo 9.2.b) del Reglamento (UE) 2016/679 o por los 
propios sindicatos en los términos del artículo 9.2.d) de la misma norma europea.

También en relación con el tratamiento de categorías especiales de datos, el artículo 9.2 
consagra el principio de reserva de ley para su habilitación en los supuestos previstos en el 
Reglamento (UE) 2016/679. Dicha previsión no solo alcanza a las disposiciones que pudie-
ran adoptarse en el futuro, sino que permite dejar a salvo las distintas habilitaciones legales 
actualmente existentes, tal y como se indica específicamente, respecto de la legislación 
sanitaria y aseguradora, en la disposición adicional decimoséptima. El Reglamento general 
de protección de datos no afecta a dichas habilitaciones, que siguen plenamente vigentes, 
permitiendo incluso llevar a cabo una interpretación extensiva de las mismas, como sucede, 
en particular, en cuanto al alcance del consentimiento del afectado o el uso de sus datos 
sin consentimiento en el ámbito de la investigación biomédica. A tal efecto, el apartado 2 
de la Disposición adicional decimoséptima introduce una serie de previsiones encaminadas 
a garantizar el adecuado desarrollo de la investigación en materia de salud, y en particular 
la biomédica, ponderando los indudables beneficios que la misma aporta a la sociedad con 
las debidas garantías del derecho fundamental a la protección de datos.

El Título III, dedicado a los derechos de las personas, adapta al Derecho español el prin-
cipio de transparencia en el tratamiento del reglamento europeo, que regula el derecho de 
los afectados a ser informados acerca del tratamiento y recoge la denominada «informa-
ción por capas» ya generalmente aceptada en ámbitos como el de la videovigilancia o la 
instalación de dispositivos de almacenamiento masivo de datos (tales como las «cookies»), 
facilitando al afectado la información básica, si bien, indicándole una dirección electrónica 
u otro medio que permita acceder de forma sencilla e inmediata a la restante información.

Se hace uso en este Título de la habilitación permitida por el considerando 8 del Regla-
mento (UE) 2016/679 para complementar su régimen, garantizando la adecuada estructura 
sistemática del texto. A continuación, la ley orgánica contempla los derechos de acceso, 
rectificación, supresión, oposición, derecho a la limitación del tratamiento y derecho a la 
portabilidad.

En el Título IV se recogen «Disposiciones aplicables a tratamientos concretos», incorpo-
rando una serie de supuestos que en ningún caso debe considerarse exhaustiva de todos 
los tratamientos lícitos. Dentro de ellos cabe apreciar, en primer lugar, aquellos respecto 
de los que el legislador establece una presunción «iuris tantum» de prevalencia del interés 
legítimo del responsable cuando se lleven a cabo con una serie de requisitos, lo que no 
excluye la licitud de este tipo de tratamientos cuando no se cumplen estrictamente las 
condiciones previstas en el texto, si bien en este caso el responsable deberá llevar a cabo 
la ponderación legalmente exigible, al no presumirse la prevalencia de su interés legítimo. 
Junto a estos supuestos se recogen otros, tales como la videovigilancia, los ficheros de 
exclusión publicitaria o los sistemas de denuncias internas en que la licitud del tratamiento 
proviene de la existencia de un interés público, en los términos establecidos en el artículo 
6.1.e) del Reglamento (UE) 2016/679. Finalmente, se hace referencia en este Título a la lici-
tud de otros tratamientos regulados en el Capítulo IX del reglamento, como los relacionados 
con la función estadística o con fines de archivo de interés general. En todo caso, el hecho 
de que el legislador se refiera a la licitud de los tratamientos no enerva la obligación de los 
responsables de adoptar todas las medidas de responsabilidad activa establecidas en el 
Capítulo IV del reglamento europeo y en el Título V de esta ley orgánica.

El Título V se refiere al responsable y al encargado del tratamiento. Es preciso tener en 
cuenta que la mayor novedad que presenta el Reglamento (UE) 2016/679 es la evolución de 
un modelo basado, fundamentalmente, en el control del cumplimiento a otro que descansa 
en el principio de responsabilidad activa, lo que exige una previa valoración por el respon-
sable o por el encargado del tratamiento del riesgo que pudiera generar el tratamiento de 
los datos personales para, a partir de dicha valoración, adoptar las medidas que procedan. 
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Con el fin de aclarar estas novedades, la ley orgánica mantiene la misma denominación del 
Capítulo IV del Reglamento, dividiendo el articulado en cuatro capítulos dedicados, respec-
tivamente, a las medidas generales de responsabilidad activa, al régimen del encargado 
del tratamiento, a la figura del delegado de protección de datos y a los mecanismos de 
autorregulación y certificación. La figura del delegado de protección de datos adquiere una 
destacada importancia en el Reglamento (UE) 2016/679 y así lo recoge la ley orgánica, que 
parte del principio de que puede tener un carácter obligatorio o voluntario, estar o no inte-
grado en la organización del responsable o encargado y ser tanto una persona física como 
una persona jurídica. La designación del delegado de protección de datos ha de comuni-
carse a la autoridad de protección de datos competente. La Agencia Española de Protección 
de Datos mantendrá una relación pública y actualizada de los delegados de protección de 
datos, accesible por cualquier persona. Los conocimientos en la materia se podrán acre-
ditar mediante esquemas de certificación. Asimismo, no podrá ser removido, salvo en los 
supuestos de dolo o negligencia grave. Es de destacar que el delegado de protección de 
datos permite configurar un medio para la resolución amistosa de reclamaciones, pues el 
interesado podrá reproducir ante él la reclamación que no sea atendida por el responsable 
o encargado del tratamiento.

El Título VI, relativo a las transferencias internacionales de datos, procede a la adaptación 
de lo previsto en el Reglamento (UE) 2016/679 y se refiere a las especialidades relaciona-
das con los procedimientos a través de los cuales las autoridades de protección de datos 
pueden aprobar modelos contractuales o normas corporativas vinculantes, supuestos de 
autorización de una determinada transferencia, o información previa.

El Título VII se dedica a las autoridades de protección de datos, que siguiendo el man-
dato del Reglamento (UE) 2016/679 se han de establecer por ley nacional. Manteniendo el 
esquema que se venía recogiendo en sus antecedentes normativos, la ley orgánica regula el 
régimen de la Agencia Española de Protección de Datos y refleja la existencia de las autori-
dades autonómicas de protección de datos y la necesaria cooperación entre las autoridades 
de control. La Agencia Española de Protección de Datos se configura como una autoridad 
administrativa independiente con arreglo a la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público, que se relaciona con el Gobierno a través del Ministerio de 
Justicia.

El Título VIII regula el «Procedimientos en caso de posible vulneración de la normativa de 
protección de datos». El Reglamento (UE) 2016/679 establece un sistema novedoso y com-
plejo, evolucionando hacia un modelo de «ventanilla única» en el que existe una autoridad 
de control principal y otras autoridades interesadas. También se establece un procedimiento 
de cooperación entre autoridades de los Estados miembros y, en caso de discrepancia, se 
prevé la decisión vinculante del Comité Europeo de Protección de Datos. En consecuencia, 
con carácter previo a la tramitación de cualquier procedimiento, será preciso determinar si 
el tratamiento tiene o no carácter transfronterizo y, en caso de tenerlo, qué autoridad de 
protección de datos ha de considerarse principal.

La regulación se limita a delimitar el régimen jurídico; la iniciación de los procedimientos, 
siendo posible que la Agencia Española de Protección de Datos remita la reclamación al 
delegado de protección de datos o a los órganos o entidades que tengan a su cargo la reso-
lución extrajudicial de conflictos conforme a lo establecido en un código de conducta; la 
inadmisión de las reclamaciones; las actuaciones previas de investigación; las medidas pro-
visionales, entre las que destaca la orden de bloqueo de los datos; y el plazo de tramitación 
de los procedimientos y, en su caso, su suspensión. Las especialidades del procedimiento 
se remiten al desarrollo reglamentario.

El Título IX, que contempla el régimen sancionador, parte de que el Reglamento (UE) 
2016/679 establece un sistema de sanciones o actuaciones correctivas que permite un 
amplio margen de apreciación. En este marco, la ley orgánica procede a describir las con-
ductas típicas, estableciendo la distinción entre infracciones muy graves, graves y leves, 
tomando en consideración la diferenciación que el Reglamento general de protección de 
datos establece al fijar la cuantía de las sanciones. La categorización de las infracciones se 
introduce a los solos efectos de determinar los plazos de prescripción, teniendo la descrip-
ción de las conductas típicas como único objeto la enumeración de manera ejemplificativa 
de algunos de los actos sancionables que deben entenderse incluidos dentro de los tipos 
generales establecidos en la norma europea. La ley orgánica regula los supuestos de inte-
rrupción de la prescripción partiendo de la exigencia constitucional del conocimiento de 
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los hechos que se imputan a la persona, pero teniendo en cuenta la problemática derivada 
de los procedimientos establecidos en el reglamento europeo, en función de si el procedi-
miento se tramita exclusivamente por la Agencia Española de Protección de Datos o si se 
acude al procedimiento coordinado del artículo 60 del Reglamento general de protección 
de datos.

El Reglamento (UE) 2016/679 establece amplios márgenes para la determinación de la 
cuantía de las sanciones. La ley orgánica aprovecha la cláusula residual del artículo 83.2 de 
la norma europea, referida a los factores agravantes o atenuantes, para aclarar que entre los 
elementos a tener en cuenta podrán incluirse los que ya aparecían en el artículo 45.4 y 5 de 
la Ley Orgánica 15/1999, y que son conocidos por los operadores jurídicos.

Finalmente, el Título X de esta ley acomete la tarea de reconocer y garantizar un elenco 
de derechos digitales de los ciudadanos conforme al mandato establecido en la Constitu-
ción. En particular, son objeto de regulación los derechos y libertades predicables al entorno 
de Internet como la neutralidad de la Red y el acceso universal o los derechos a la seguri-
dad y educación digital así como los derechos al olvido, a la portabilidad y al testamento 
digital. Ocupa un lugar relevante el reconocimiento del derecho a la desconexión digital en 
el marco del derecho a la intimidad en el uso de dispositivos digitales en el ámbito laboral 
y la protección de los menores en Internet. Finalmente, resulta destacable la garantía de la 
libertad de expresión y el derecho a la aclaración de informaciones en medios de comuni-
cación digitales.

Las disposiciones adicionales se refieren a cuestiones como las medidas de seguridad en 
el ámbito del sector público, protección de datos y transparencia y acceso a la información 
pública, cómputo de plazos, autorización judicial en materia de transferencias internacio-
nales de datos, la protección frente a prácticas abusivas que pudieran desarrollar ciertos 
operadores, o los tratamientos de datos de salud, entre otras.

De conformidad con la disposición adicional decimocuarta, la normativa relativa a las 
excepciones y limitaciones en el ejercicio de los derechos que hubiese entrado en vigor con 
anterioridad a la fecha de aplicación del reglamento europeo y en particular los artículos 23 
y 24 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter 
Personal, seguirá vigente en tanto no sea expresamente modificada, sustituida o derogada. 
La pervivencia de esta normativa supone la continuidad de las excepciones y limitaciones 
que en ella se contienen hasta que se produzca su reforma o abrogación, si bien referida a 
los derechos tal y como se regulan en el Reglamento (UE) 2016/679 y en esta ley orgánica. 
Así, por ejemplo, en virtud de la referida disposición adicional, las Administraciones tribu-
tarias responsables de los ficheros de datos con trascendencia tributaria a que se refiere el 
artículo 95 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, podrán, en relación 
con dichos datos, denegar el ejercicio de los derechos a que se refieren los artículos 15 a 22 
del Reglamento (UE) 2016/679, cuando el mismo obstaculice las actuaciones administra-
tivas tendentes a asegurar el cumplimiento de las obligaciones tributarias y, en todo caso, 
cuando el afectado esté siendo objeto de actuaciones inspectoras.

Las disposiciones transitorias están dedicadas, entre otras cuestiones, al estatuto de la 
Agencia Española de Protección de Datos, el régimen transitorio de los procedimientos o 
los tratamientos sometidos a la Directiva (UE) 2016/680. Se recoge una disposición deroga-
toria y, a continuación, figuran las disposiciones finales sobre los preceptos con carácter de 
ley ordinaria, el título competencial y la entrada en vigor.

Asimismo, se introducen las modificaciones necesarias de la Ley 1/2000, de 7 de enero, 
de Enjuiciamiento Civil y la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Con-
tencioso-administrativa, la Ley Orgánica, 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, la Ley 
19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen 
gobierno, la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General, la Ley 
14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad, la Ley 41/2002, de 14 de noviembre, básica 
reguladora de la autonomía del paciente y de derechos y obligaciones en materia de infor-
mación y documentación clínica y la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Admi-
nistrativo Común de las Administraciones Públicas.

Finalmente, y en relación con la garantía de los derechos digitales, también se introducen 
modificaciones en la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación, la Ley Orgánica 
6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades, así como en el Texto Refundido de la Ley 
del Estatuto de los Trabajadores y en el Texto Refundido de la Ley del Estatuto Básico del 
Empleado Público.
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TÍTULO I
Disposiciones generales

ART. 1. Objeto de la ley.
La presente ley orgánica tiene por objeto:
a) Adaptar el ordenamiento jurídico español al Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento 

Europeo y el Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de las personas físicas 
en lo que respecta al tratamiento de sus datos personales y a la libre circulación de estos 
datos, y completar sus disposiciones.

El derecho fundamental de las personas físicas a la protección de datos personales, 
amparado por el artículo 18.4 de la Constitución, se ejercerá con arreglo a lo establecido en 
el Reglamento (UE) 2016/679 y en esta ley orgánica.

b) Garantizar los derechos digitales de la ciudadanía conforme al mandato establecido en 
el artículo 18.4 de la Constitución.

Ver art. 1 RGPD.

ART. 2. Ámbito de aplicación de los Títulos I a IX y de los artículos 89 a 94.
1. Lo dispuesto en los Títulos I a IX y en los artículos 89 a 94 de la presente ley orgánica 

se aplica a cualquier tratamiento total o parcialmente automatizado de datos personales, 
así como al tratamiento no automatizado de datos personales contenidos o destinados a 
ser incluidos en un fichero.

2. Esta ley orgánica no será de aplicación:
a) A los tratamientos excluidos del ámbito de aplicación del Reglamento general de pro-

tección de datos por su artículo 2.2, sin perjuicio de lo dispuesto en los apartados 3 y 4 de 
este artículo.

b) A los tratamientos de datos de personas fallecidas, sin perjuicio de lo establecido en 
el artículo 3.

c) A los tratamientos sometidos a la normativa sobre protección de materias clasificadas.
3. Los tratamientos a los que no sea directamente aplicable el Reglamento (UE) 2016/679 

por afectar a actividades no comprendidas en el ámbito de aplicación del Derecho de la 
Unión Europea, se regirán por lo dispuesto en su legislación específica si la hubiere y suple-
toriamente por lo establecido en el citado reglamento y en la presente ley orgánica. Se 
encuentran en esta situación, entre otros, los tratamientos realizados al amparo de la legis-
lación orgánica del régimen electoral general, los tratamientos realizados en el ámbito de 
instituciones penitenciarias y los tratamientos derivados del Registro Civil, los Registros de 
la Propiedad y Mercantiles.

4. El tratamiento de datos llevado a cabo con ocasión de la tramitación por los órganos 
judiciales de los procesos de los que sean competentes, así como el realizado dentro de la 
gestión de la Oficina Judicial, se regirán por lo dispuesto en el Reglamento (UE) 2016/679 y 
la presente ley orgánica, sin perjuicio de las disposiciones de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 
julio, del Poder Judicial, que le sean aplicables.

5. El tratamiento de datos llevado a cabo con ocasión de la tramitación por el Ministerio 
Fiscal de los procesos de los que sea competente, así como el realizado con esos fines 
dentro de la gestión de la Oficina Fiscal, se regirán por lo dispuesto en el Reglamento 
(UE) 2016/679 y la presente Ley Orgánica, sin perjuicio de las disposiciones de la Ley 
50/1981, de 30 de diciembre, reguladora del Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal, la 
Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial y de las normas procesales que le 
sean aplicables.

Apdo. 5 añadido por Ley Orgánica 7/2021, de 26 de mayo, de protección de datos personales tratados 
para fines de prevención, detección, investigación y enjuiciamiento de infracciones penales y de ejecu-
ción de sanciones penales (BOE de 27-05-2021). Modificación vigente a partir del 16 de junio de 2021.

ART. 3. Datos de las personas fallecidas.
1. Las personas vinculadas al fallecido por razones familiares o de hecho así como sus 

herederos podrán dirigirse al responsable o encargado del tratamiento al objeto de solicitar 
el acceso a los datos personales de aquella y, en su caso, su rectificación o supresión.



21

Art. 5TÍTULO IIL.O.P.D.G.D.D.

I

Como excepción, las personas a las que se refiere el párrafo anterior no podrán acceder a 
los datos del causante, ni solicitar su rectificación o supresión, cuando la persona fallecida 
lo hubiese prohibido expresamente o así lo establezca una ley. Dicha prohibición no afectará 
al derecho de los herederos a acceder a los datos de carácter patrimonial del causante.

2. Las personas o instituciones a las que el fallecido hubiese designado expresamente 
para ello podrán también solicitar, con arreglo a las instrucciones recibidas, el acceso a los 
datos personales de este y, en su caso su rectificación o supresión.

Mediante real decreto se establecerán los requisitos y condiciones para acreditar la vali-
dez y vigencia de estos mandatos e instrucciones y, en su caso, el registro de los mismos.

3. En caso de fallecimiento de menores, estas facultades podrán ejercerse también por 
sus representantes legales o, en el marco de sus competencias, por el Ministerio Fiscal, que 
podrá actuar de oficio o a instancia de cualquier persona física o jurídica interesada.

En caso de fallecimiento de personas con discapacidad, estas facultades también podrán 
ejercerse, además de por quienes señala el párrafo anterior, por quienes hubiesen sido 
designados para el ejercicio de funciones de apoyo, si tales facultades se entendieran com-
prendidas en las medidas de apoyo prestadas por el designado.

Ver art. 2.2.b), 74.g), 96.3 LOPDGDD.

Ver Considerandos (27), (158), (160) RGPD.

Se habilita al Gobierno (ver D.F. 15.ª de esta norma) para desarrollar lo dispuesto en el apdo. 2 de este 
artículo.

TÍTULO II
Principios de protección de datos

ART. 4. Exactitud de los datos.
1. Conforme al artículo 5.1.d) del Reglamento (UE) 2016/679 los datos serán exactos y, si 

fuere necesario, actualizados.
2. A los efectos previstos en el artículo 5.1.d) del Reglamento (UE) 2016/679, no será 

imputable al responsable del tratamiento, siempre que este haya adoptado todas las medi-
das razonables para que se supriman o rectifiquen sin dilación, la inexactitud de los datos 
personales, con respecto a los fines para los que se tratan, cuando los datos inexactos:

a) Hubiesen sido obtenidos por el responsable directamente del afectado.
b) Hubiesen sido obtenidos por el responsable de un mediador o intermediario en caso 

de que las normas aplicables al sector de actividad al que pertenezca el responsable del 
tratamiento establecieran la posibilidad de intervención de un intermediario o mediador 
que recoja en nombre propio los datos de los afectados para su transmisión al responsable. 
El mediador o intermediario asumirá las responsabilidades que pudieran derivarse en el 
supuesto de comunicación al responsable de datos que no se correspondan con los facili-
tados por el afectado.

c) Fuesen sometidos a tratamiento por el responsable por haberlos recibido de otro res-
ponsable en virtud del ejercicio por el afectado del derecho a la portabilidad conforme al 
artículo 20 del Reglamento (UE) 2016/679 y lo previsto en esta ley orgánica.

d) Fuesen obtenidos de un registro público por el responsable.

ART. 5. Deber de confidencialidad.
1. Los responsables y encargados del tratamiento de datos así como todas las personas 

que intervengan en cualquier fase de este estarán sujetas al deber de confidencialidad al 
que se refiere el artículo 5.1.f) del Reglamento (UE) 2016/679.

2. La obligación general señalada en el apartado anterior será complementaria de los 
deberes de secreto profesional de conformidad con su normativa aplicable.

3. Las obligaciones establecidas en los apartados anteriores se mantendrán aun cuando 
hubiese finalizado la relación del obligado con el responsable o encargado del tratamiento.

Ver art. 72.1.i) LOPDGDD.
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Art. 6 TÍTULO II L.O.P.D.G.D.D.

I

ART. 6. Tratamiento basado en el consentimiento del afectado.
1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 4.11 del Reglamento (UE) 2016/679, se 

entiende por consentimiento del afectado toda manifestación de voluntad libre, específica, 
informada e inequívoca por la que este acepta, ya sea mediante una declaración o una clara 
acción afirmativa, el tratamiento de datos personales que le conciernen.

2. Cuando se pretenda fundar el tratamiento de los datos en el consentimiento del afec-
tado para una pluralidad de finalidades será preciso que conste de manera específica e 
inequívoca que dicho consentimiento se otorga para todas ellas.

3. No podrá supeditarse la ejecución del contrato a que el afectado consienta el trata-
miento de los datos personales para finalidades que no guarden relación con el manteni-
miento, desarrollo o control de la relación contractual.

ART. 7. Consentimiento de los menores de edad.
1. El tratamiento de los datos personales de un menor de edad únicamente podrá fun-

darse en su consentimiento cuando sea mayor de catorce años.
Se exceptúan los supuestos en que la ley exija la asistencia de los titulares de la patria 

potestad o tutela para la celebración del acto o negocio jurídico en cuyo contexto se recaba 
el consentimiento para el tratamiento.

2. El tratamiento de los datos de los menores de catorce años, fundado en el consenti-
miento, solo será lícito si consta el del titular de la patria potestad o tutela, con el alcance 
que determinen los titulares de la patria potestad o tutela.

Ver art. 92 LOPDGDD.

Ver art. 8 RGPD.

ART. 8. Tratamiento de datos por obligación legal, interés público o ejercicio de 
poderes públicos.

1. El tratamiento de datos personales solo podrá considerarse fundado en el cumplimiento 
de una obligación legal exigible al responsable, en los términos previstos en el artículo 6.1.c) 
del Reglamento (UE) 2016/679, cuando así lo prevea una norma de Derecho de la Unión 
Europea o una norma con rango de ley, que podrá determinar las condiciones generales del 
tratamiento y los tipos de datos objeto del mismo así como las cesiones que procedan como 
consecuencia del cumplimiento de la obligación legal. Dicha norma podrá igualmente impo-
ner condiciones especiales al tratamiento, tales como la adopción de medidas adicionales de 
seguridad u otras establecidas en el capítulo IV del Reglamento (UE) 2016/679.

2. El tratamiento de datos personales solo podrá considerarse fundado en el cumpli-
miento de una misión realizada en interés público o en el ejercicio de poderes públicos con-
feridos al responsable, en los términos previstos en el artículo 6.1 e) del Reglamento (UE) 
2016/679, cuando derive de una competencia atribuida por una norma con rango de ley.

ART. 9. Categorías especiales de datos.
1. A los efectos del artículo 9.2.a) del Reglamento (UE) 2016/679, a fin de evitar situa-

ciones discriminatorias, el solo consentimiento del afectado no bastará para levantar la 
prohibición del tratamiento de datos cuya finalidad principal sea identificar su ideología, 
afiliación sindical, religión, orientación sexual, creencias u origen racial o étnico.

Lo dispuesto en el párrafo anterior no impedirá el tratamiento de dichos datos al amparo 
de los restantes supuestos contemplados en el artículo 9.2 del Reglamento (UE) 2016/679, 
cuando así proceda.

2. Los tratamientos de datos contemplados en las letras g), h) e i) del artículo 9.2 del 
Reglamento (UE) 2016/679 fundados en el Derecho español deberán estar amparados en 
una norma con rango de ley, que podrá establecer requisitos adicionales relativos a su 
seguridad y confidencialidad.

En particular, dicha norma podrá amparar el tratamiento de datos en el ámbito de la 
salud cuando así lo exija la gestión de los sistemas y servicios de asistencia sanitaria y 
social, pública y privada, o la ejecución de un contrato de seguro del que el afectado sea 
parte.

Ver art. 72.1.e) LOPDGDD.
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Art. 11TÍTULO III - CAPÍTULO IL.O.P.D.G.D.D.

I

ART. 10. Tratamiento de datos de naturaleza penal.
1. El tratamiento de datos personales relativos a condenas e infracciones penales, así 

como a procedimientos y medidas cautelares y de seguridad conexas, para fines distintos 
de los de prevención, investigación, detección o enjuiciamiento de infracciones penales o 
de ejecución de sanciones penales, solo podrá llevarse a cabo cuando se encuentre ampa-
rado en una norma de Derecho de la Unión, en esta ley orgánica o en otras normas de rango 
legal.

2. El registro completo de los datos referidos a condenas e infracciones penales, así 
como a procedimientos y medidas cautelares y de seguridad conexas a que se refiere el 
artículo 10 del Reglamento (UE) 2016/679, podrá realizarse conforme con lo establecido 
en la regulación del Sistema de registros administrativos de apoyo a la Administración de 
Justicia.

3. Fuera de los supuestos señalados en los apartados anteriores, los tratamientos de 
datos referidos a condenas e infracciones penales, así como a procedimientos y medidas 
cautelares y de seguridad conexas solo serán posibles cuando sean llevados a cabo por 
abogados y procuradores y tengan por objeto recoger la información facilitada por sus 
clientes para el ejercicio de sus funciones.

Ver art. 72.1.f) LOPDGDD.

TÍTULO III
Derechos de las personas

CAPÍTULO I
Transparencia e información

ART. 11. Transparencia e información al afectado.
1. Cuando los datos personales sean obtenidos del afectado el responsable del trata-

miento podrá dar cumplimiento al deber de información establecido en el artículo 13 del 
Reglamento (UE) 2016/679 facilitando al afectado la información básica a la que se refiere 
el apartado siguiente e indicándole una dirección electrónica u otro medio que permita 
acceder de forma sencilla e inmediata a la restante información.

2. La información básica a la que se refiere el apartado anterior deberá contener, al 
menos:

a) La identidad del responsable del tratamiento y de su representante, en su caso.
b) La finalidad del tratamiento.
c) La posibilidad de ejercer los derechos establecidos en los artículos 15 a 22 del Regla-

mento (UE) 2016/679.
Si los datos obtenidos del afectado fueran a ser tratados para la elaboración de perfiles, 

la información básica comprenderá asimismo esta circunstancia. En este caso, el afectado 
deberá ser informado de su derecho a oponerse a la adopción de decisiones individuales 
automatizadas que produzcan efectos jurídicos sobre él o le afecten significativamente de 
modo similar, cuando concurra este derecho de acuerdo con lo previsto en el artículo 22 del 
Reglamento (UE) 2016/679.

3. Cuando los datos personales no hubieran sido obtenidos del afectado, el responsable 
podrá dar cumplimiento al deber de información establecido en el artículo 14 del Regla-
mento (UE) 2016/679 facilitando a aquel la información básica señalada en el apartado 
anterior, indicándole una dirección electrónica u otro medio que permita acceder de forma 
sencilla e inmediata a la restante información.

En estos supuestos, la información básica incluirá también:
a) Las categorías de datos objeto de tratamiento.
b) Las fuentes de las que procedieran los datos.
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LEY ORGÁNICA DE PROTECCIÓN DE DATOS  
Y GARANTÍA DE DERECHOS DIGITALES 
Y REGLAMENTO GENERAL DE PROTECCIÓN DE DATOS

La presente obra contiene las siguientes normas actualizadas, concordadas y con 
un completo índice analítico que engloba a las dos disposiciones:

 – Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y 
garantía de los derechos digitales.

 – Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de 
abril de 2016, relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta 
al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos y por 
el que se deroga la Directiva 95/46/CE (Reglamento general de protección de 
datos).
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